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RESUMEN 

El presente informe aborda los principales problemas jurídicos identificados en el Laudo 

Arbitral del Caso Nº 2474-2012-CCL, resuelto por el Tribunal Arbitral de la Cámara de 

Comercio de Lima, en el marco del proceso arbitral interpuesto por la empresa 

Concesionaria Vial del Perú S.A. – COVIPERÚ en contra del Estado Peruano, 

representado por el Ministerio de Transporte y Comunicaciones – MTC, en torno a la 

vigencia del régimen tarifario. 

Siendo analizado en el presente informe, las competencias del Tribunal Arbitral en 

relación con lo resuelto por el órgano colegiado y si ello, correspondía a otro organismo 

en virtud de las competencias, conferidas por Ley. En ese sentido, el desarrollo del 

informe aborda los contenidos sobre las materias que debían ser resueltas en arbitraje, en 

análisis del Contrato de Concesión del Tramo Vial Puente Pucusana – Cerro Azul – Ica. 
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INTRODUCCIÓN 

El presente informe aborda los principales problemas jurídicos identificados en el Laudo 

Arbitral del Caso Nº 2474-2012-CCL, resuelto por el Tribunal Arbitral de la Cámara de 

Comercio de Lima, en el marco del proceso arbitral interpuesto por la empresa 

Concesionaria Vial del Perú S.A. – COVIPERÚ  (en adelante, Concesionario) en contra 

del Estado Peruano, representado por el Ministerio de Transporte y Comunicaciones – 

MTC (en adelante, Concedente), con la finalidad determinar si el Tribunal Arbitral tenía 

competencia para resolver en torno a la vigencia del régimen tarifario. 

El Laudo que se analizará en el presente informe, deriva del Contrato de Concesión del 

Tramo Vial Puente Pucusana – Cerro Azul – Ica. (en adelante, El Contrato, suscrito el 

20 de setiembre de 2005, denominado Proyecto Red Vial Nº 6 (en adelante, El Proyecto). 

En primer lugar, se analizará si el Tribunal Arbitral es competente para conocer el 

régimen tarifario que deriva de la interpretación de la cláusula 8.17 del contrato, partiendo 

del concepto de libre disposición en vinculación a la cláusula del convenio arbitral. 

Posterior a ello, se analiza los alcances del literal c) de la cláusula 8.17 y si la aplicación 

de dicha cláusula habilita al Concesionario a aplicar el reajuste contenido en el literal d) 

de la cláusula 8.17. 

Seguidamente, se procederá a evaluar si El Concesionario tenía el derecho al aumento o 

incremento de la tarifa, analizando si ello es competencia de las partes o del Organismo 

Supervisor de la Inversión en Infraestructura de Transporte de Uso Público (en adelante, 

Ositran), en virtud con las facultades conferidas por ley expresa a este último. 

Finalmente, se analizará si el Tribunal Arbitral, en el desarrollo del Laudo, interpreta o 

modifica el contrato al resolver sobre el alcance de la cláusula 8.17 del Contrato de 

Concesión, en torno al régimen tarifario del Contrato y si ello, correspondía con su 

competencia.  
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JUSTIFICACIÓN DE LA ELECCIÓN DE LA RESOLUCIÓN 

El presente informe se centra en determinar si el Tribunal Arbitral tenia competencia para 

resolver las pretensiones interpuestas por el Concesionario, en el caso arbitral Nº 2474-

2012-CCL. Motivo por el cual, la justificación de la elección y relevancia del caso se 

sustenta en los siguientes motivos: 

En primer punto, el caso revela una importante cuestión en torno a los alcances del 

régimen tarifario, establecido en la cláusula 8.17. Toda vez que la interpretación realizada 

por el Tribunal, permite analizar si se encontraba habilitado o si por el contrario, era 

competencia asignada a  un órganismo regulador, la aprobación del ajuste tarifario. 

En segundo plano, la decisión adoptada por el Tribunal Arbitral, se refiere en torno a la 

asignación de riesgos asumidas y distribuidas entre las partes. Cabe mencionar que, la 

forma jurídica por excelencia mediante la cual, se materializa las Asociaciones Público 

Privadas son los llamados contratos de concesión. Motivo por el cual, la parte que asume 

la mayor cantidad de riesgos en el contrato es la parte que se encuentra en mejor posición. 

Finalmente, resultar pertinente resaltar, la forma como el Concesionario plantea sus 

pretensiones y si ello, debía ser resuelto en vía Arbitral. Más aún, cuando la controversia 

versaba en torno a la vigencia del régimen tarifario del Contrato.  

ANTECEDENTES RELEVANTES EN EL CASO 

El presente informe versa en torno a los principales problemas jurídicos, derivados de la 

controversia generada entre el Concesionario y el Concedente. Con lo cual, se describirá 

a modo de contexto, los principales hechos del caso. Por un lado, se encuentra el 

Concesionario, con experiencia en la construcción de infraestructura vial en el Perú, 

brindando tecnología y equipos para el desarrollo adecuado de la Concesión. Por otro 

lado, el Concedente representado por el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, 

titular a cargo de las concesiones con la finalidad de impulsar la inversión privada en los 

proyectos de infraestructura de transportes.  
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1. El proceso de licitación del proyecto Red Vial Nº 6

1.1 Primera Convocatoria

La Comisión de Promoción de la Inversión Privada (en adelante, “COPRI”), aprobó 

mediante acuerdo el Plan de promoción de la inversión privada para el otorgamiento en 

Concesión del Tramo Vial Puente Pucusana – Cerro Azul – Ica y Cañete, de la 

Panamericana Sur, de fecha 13 de febrero del 2002. Con lo cual, el Concedente, actuando 

en dicha fecha como titular de los bienes, remitió a PROINVERSIÓN, la simulación 

financiera del proyecto a fin de declararla viable económicamente.  

En ese sentido, se aprobaron las bases y el cronograma del proyecto que iba a ser 

entregado en concesión, siendo encargado al Comité de PROINVERSIÓN, encargado de 

la Licitación Pública. Sin embargo, en la etapa de postulación de ofertas, solo se presentó 

un postor. Motivo por el cual, ante la falta de pluralidad de ofertas técnico-económicas, 

tuvo como consecuencia la declaratoria de desierto en dicho proceso.  

1.2 Segunda Convocatoria 

En ese contexto, el 18 de abril del 2005, el Comité de Proinversión aprobó las bases para 

lanzar la segunda convocatoria de la Licitación Pública que se encontraba desierta, ello a 

fin de entregar en concesión del tramo vial Puente Pucusana – Cerro Azul – Ica. Cabe 

mencionar que, las bases fueron modificadas en ciertos artículos buscando obtener la 

adjudicación en dicha convocatoria. Para ello, en mayo del 2005, se recurrió a un asesor 

externo de PROINVERSIÓN como empresa de apoyo consultoría para la elaboración del 

Informe “Esquema Económico Financiero”, el cual tenía previsto el aumento del Peaje a 

partir del quinto año de puesta en marcha la concesión, a la fecha hipotéticamente 

establecida para la culminación de la primera etapa.  

En relación a la adjudicación, el factor de competencia y la experiencia del postor fueron 

los criterios determinantes para entregar en concesión el proyecto. Con lo cual, el 20 de 

julio del 2005, se adjudicó la Buena Pro de la Licitación Pública teniendo la inversión 

estimada de US$ 192 millones, sin incluir IGV. Cabe precisar que, se consideró como 

factor de competencia, la mayor retribución al Estado establecido en el artículo 64 de las 

Bases, modificadas por el Circular Nº 4: 

3



“Artículo 64.- Factor de Competencia 

El Comité seleccionará como Mejor Oferta Económica, la del Participante Precalificado que haya 

obtenido el mayor puntaje en la aplicación de la fórmula señalada en el Artículo 63. Para tal 

efecto, el Participante Precalificado en su Oferta Económica, deberá señalar la Retribución que 

se obliga a pagar al Concedente la que deberá ser necesariamente igual o mayor a la Retribución 

Referencial que comunicará PROINVERSIÓN conforme se señala en el Artículo 63.  

La retribución será un porcentaje (%) sobre los ingresos mensuales de la Sociedad Concesionaria 

que obtenga por concepto de recaudación del Peaje (no incluye IGV). El pago de dicha retribución 

será independiente del aporte que corresponde efectuar al Ositran u otras entidades estatales de 

acuerdo con la legislación aplicable. “ 

Siendo motivo por el cual, el Concesionario fue el ganador de la Licitación Pública para 

la construcción del proyecto Red Vial Nº 6. 

2. Contrato de Concesión Puente Pucusana – Cerro Azul – Ica y Ejecución

Al respecto, el 20 de setiembre del 2005, la Red Vial Nº 6 fue entregada al Concesionario 

bajo la modalidad de concesión por el Concedente, por un período de treinta (30) años 

destinada a la construcción del tramo vial Puente Pucusana – Cerro Azul – Ica, 

estableciendo la prórroga a treinta y dos (32) años, si el inicio de la segunda etapa fuera 

posterior al año diecisiete (17) de la Concesión, de conformidad a lo establecido en el 

artículo 4.1 del contrato.  

Sobre las obligaciones del Concedente, la entrega de los predios en determinadas fechas, 

de acuerdo a lo establecido en el décimo párrafo de la Cláusula 5.2 del Contrato.  
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Asimismo, se estableció el ajuste tarifario en la cláusula 8.17 del Contrato, indicando que 

la tarifa inicial a ser cobrada por el Concesionaria asciende a S/ 4.62. La cual iba a ser 

reajustada a la culminación de la primera etapa que correspondía a la fecha del 20 de 

setiembre del 2009.  

Sumado a ello, en el literal d) de la Cláusula 8.17 del Contrato, se tenía previsto la forma 

de cálculo del peaje, siendo la fórmula polinómica el mecanismo utilizado para 

determinar el peaje que iba a ser cobrado por el Concesionario a la fecha del reajuste. En 

esa línea, se estableció mecanismos de reajustes extraordinarios ante la variación del 10% 

del último ajuste tarifario, considerando el TC y la inflación como elementos para 

actualizar la tarifa.  

} 
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Por último, el Contrato estableció como mecanismo de solución el trato directo y el 

sometimiento a arbitraje, las controversias que surgieran en el marco de la ejecución del 

contrato, cuando vencido el plazo de trato directo, las partes no hayan logrado solucionar 

sus controversias, exceptuando el régimen tarifario regulado por el Ositran u otras 

decisiones de este organismo, en ejercicio de sus competencias.  

En el desarrollo del Contrato, el Concedente no entregó en los tiempos estimados la 

cantidad de predios para la construcción de la totalidad de la primera etapa. Motivo por 

el cual, el 14 de diciembre del 2006, acudió ante el Ositran para solicitar la interpretación 

de la Cláusula 5.2 del Contrato. En esa línea, el 24 de enero del 2007, el Consejo Directivo 

de Ositran emitió la Resolución Nº 010-2007-OSITRAN, interpretando el contenido de 

la Cláusula solicitada y indicando que, “Cabe señalar que, de acuerdo al segundo párrafo 

de la Cláusula 5.2, el Concedente podrá realizar entregas parciales de los bienes, no 

estableciéndose la obligación de la entrega de predios en un único acto formal, con lo que 

adicionalmente se protege al interés de los usuarios al pagar éstos una mayor tarifa por 

concepto de pajes, solo en el caso que efectivamente el Concesionario hubiese realizado 

las obras correspondiente”. Siendo admitida la entrega parcial de los predios para la 

construcción de las etapas del proyecto. 

Asimismo, el 13 de junio del 2006, el Consejo Directivo de Ositran resolvió en línea con 

el párrafo precedente. Toda vez que señaló “el ajuste del nivel tarifario directamente 

correlacionado al cumplimiento de las inversiones realizadas, ya que la tarifa representa 

tanto la recuperación del monto invertido como la rentabilidad proyectada en la oferta 

formulada por el concesionario”. El Consejo Directivo mantuvo la postura en torno a que, 
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si el Concesionario no construía infraestructura, no podía implementar el ajuste tarifario, 

debido a que se afectaría el equilibrio económico financiero del Contrato.  

En esa línea, las partes acordaron suscribir la Adenda Nº 2 para mantener la ejecución de 

Contrato, en tanto que se estableció nuevos plazos y un nuevo cronograma de obra del 

proyecto. Toda vez que la finalidad de dicha adenda consistía en establecer el menor plazo 

posible para que los usuarios del proyecto pudieran usar la autopista ubicada en la ciudad 

de Chincha, en el marco del equilibrio económico – financiero del Contrato.  

3. Proceso Arbitral

El 20 de diciembre del 2012, el Concesionario presentó la solicitud de demanda ante el 

Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Lima, en aplicación del convenio 

arbitral contenido en la sección XV del contrato en torno a las controversias relacionadas 

a la vigencia del régimen tarifario en el desarrollo del Contrato.  

Con lo cual, el 07 de enero del 2013, el Concedente absolvió la petición planteada por el 

Concesionario y ambas partes eligieron los árbitros que conformarían el Tribunal 

Arbitral. Siendo elegidos los siguientes Árbitros: 

-Jorge Vega Velasco: Presidente del Tribunal Arbitral

-Luis Felipe Pardo Narváez (designado por el Concesionario)

-Juan Alberto Quintana Sánchez (designado por el Concedente)

Culminada la Audiencia de Instalación del Tribunal Arbitral y dentro del plazo 

establecido para la interposición de la demanda, el 20 de marzo del 2013, el 

Concesionario presentó su demanda con la finalidad que el Tribunal Arbitral reconociera 

los derechos vinculados al régimen tarifario del Contrato. Siendo contestada la demanda 

por el Concedente dentro de los plazos establecidos en la normativa vigente de arbitraje. 

A modo de resumen, las pretensiones fueron las siguientes:  
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PRETENSIONES 

Primera Pretensión Principal: 

El Tribunal Arbitral debía declarar que el Concesionario tenía el derecho a un aumento 

o incremento efectivo de la tarifa a la aprobación de la culminación de la primera etapa,

por primacía de lo querido entre las partes y no lo declarado en el contrato.

Primera Pretensión Alternativa: 

El Tribunal Arbitral debía declarar que el ajuste tarifario previsto en el literal c) de la 

Cláusula 8.17 es un derecho a favor del Concesionario y no una obligación. Por lo cual, 

puede renunciar a la aplicación de dicho ajuste tarifario.  

Asimismo, el Tribunal Arbitral debía declarar que la renuncia solo tenía alcance para 

el literal c) de la Cláusula 8.17, sin afectar el derecho al ajuste anual establecido en el 

literal d) de la misma Cláusula.  

Segunda Pretensión Alternativa: 

El Tribunal Arbitral debía declarar que el Concesionario culminó con todas las obras 

que podía realizar hasta el 20 de setiembre del 2009. Por lo que, tenía derecho a aplicar 

el ajuste previsto en el literal c) de la Cláusula 8.17, realizando previamente ciertos 

reajustes de acuerdo a lo establecido en el literal d) de dicha Cláusula. 

Tercera Pretensión Alternativa: 

El Tribunal Arbitral debía declarar que el Concesionario de aplicar el ajuste establecido 

en el literal c) de la Cláusula 8.17 se encontraría perjudicado por el TC vigente al 20 

de setiembre del 2009. Siendo el perjuicio ocasionado por el incumplimiento en la 

entrega tardía de predios por parte del Concedente, debiendo recibir compensación por 

la reducción tarifaria.  

Segunda Pretensión Principal: 

El Tribunal Arbitral debía declarar que el Concesionario a la fecha de la demanda y 

hasta la fecha que efectivamente iba a culminar la primera etapa, venía aplicando la 

tarifa correcta.  

Tercera Pretensión Principal: 

El Tribunal Arbitral debía declarar el pago de costas y costos del proceso al 

Concesionario.  
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Posterior a ello, el 25 de junio del 2013, se realizó la Audiencia de determinación. En el 

cual, el Tribunal Arbitral fijó los puntos controvertidos que iban a ser objeto de su 

pronunciamiento, en su calidad de órgano colegiado.  

Finalmente, el 18 de octubre del 2013, el Tribunal Arbitral resolvió las controversias 

planteadas por el Concesionario, reconociendo fundada la primera pretensión principal y 

la segunda pretensión principal del caso y declarando infundada el reconocimiento de 

costas y costos establecido en la tercera pretensión principal.   

4. Otros antecedentes relevantes para el caso

4.1 Adendas vinculadas con la controversia 

4.1.1 La Adenda Nº 2, suscrita el 08 de abril del 2009, tuvo como finalidad modificar 

el Cronograma de Obras contenida en el Contrato. Mediante el cual, se habilitaba al 

Concesionario realizar las obras de la Primera Etapa, con la disponibilidad de los 

terrenos que habían sido expropiados para dicha fecha.  

4.1.2 La Adenda Nº 4, suscrita el 15 de junio del2011, con la finalidad de adelantar el 

inicio de obras del sector Pampa Clarita y Chincha Alta. Cabe precisar que, en dicha 

adenda se incorporó el régimen económico de adelanto de inversiones, a través de una 

evaluación financiera, estableciendo el procedimiento de descuento a la retribución 

económica que se encontraba obligada a entregar el Concesionario, además se 

estableció el monto de incidencia financiera, ocasionado por adelanto de inversiones. 

4.1.3 La Adenda Nº 5, suscrita el 13 de agosto del 2012, realizó modificaciones en 

torno a la ejecución de las obras de Revegetación de la Berma Central y Revegetación 

de intercambios viales, ya que con dicha adenda se sustituyeron las obras de 

revegetación por ejecución de obras nuevas.  

4.1.4 La Adenda Nº 6, suscrita de fecha 30 de enero del 2015, se acordaron modificar 

y adelantar ciertas obras de la segunda y tercera etapa del contrato. Cabe precisar que, 

esta adenda se menciona, a pesar de haber sido emitida dos años después de la 

resolución por el Tribunal Arbitral, por implementar lo resuelto en el Laudo Arbitral 

del caso Nº 2474-2012-CCL, de fecha 18 de octubre del 2013. Siendo las 
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modificaciones vinculadas al régimen tarifario establecido en la cláusula 8.17 del 

contrato. En lo que respecta al literal c) de la Cláusula 8.17, se estableció la conversión 

al TC a la fecha de suscripción del Contrato. 

Finalmente, el literal d) de la cláusula 8.17 fue modificado, variando las variables de 

la fórmula polinómica, ya que el componente i. en el contrato establecía el ajuste 

tarifario al mes anterior, entendido como mes anterior a agosto del 2009, por ser el 

mes previsto para el ajuste tarifario. Sin embargo, en la presente Adenda, el 

componente i. esta referida al mes de diciembre del 2013. Por otro lado, el 

componente 0. de la fórmula, se tenía previsto en el contrato al mes de finalización de 

las obras de la primera etapa; es decir, al mes setiembre del 2009 para la IPC0 y CPI0. 

Mientras que, en la redacción de la Adenda, se estableció para el TC0 ser calculado a 

la fecha de suscripción del contrato correspondiente al 20 de setiembre del 2005. 
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PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

1. ¿Las pretensiones formuladas por el Concesionario involucraban que el Tribunal

Arbitral se pronunciará sobre el régimen tarifario?

1.1 ¿La Cláusula 15.12 habilita que un Tribunal Arbitral pueda conocer el 

régimen tarifario del Contrato? 

1.2 En relación al Contrato, ¿El Tribunal Arbitral se encontraba habilitado para 

aprobar el ajuste tarifario? 

1.3 ¿Cuál es el alcance y vigencia de derechos otorgados en el literal c) de la 

Cláusula 817, estos derechos se encuentran limitados por lo establecido en el 

literal d) de la cláusula 8.17? 

1.4 En el Contrato, ¿Cómo fue distribuida la asignación de riesgos referente al 

riesgo cambiario? 

2. En el Laudo, ¿El Tribunal Arbitral interpreta o modifica el aumento o incremento

efectivo de la tarifa que cobra el Concesionario a los usuarios de la concesión, a

la fecha de culminación de la primera etapa?

2.1En relación al Contrato, ¿El Tribunal Arbitral se encuentra habilitado para 

interpretar el régimen tarifario? 

2.2 ¿Podría limitarse por acuerdo entre las partes la función del Ositran respecto 

a la interpretación de los contratos? 

2.3¿Las interpretaciones contractuales de Ositran pueden ser arbitrales? 

ANÁLISIS Y POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE CADA UNO DE LOS 

PROBLEMAS DEL LAUDO ARBITRAL DEL CASO Nº2474-2012-CCL 
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1. ¿Las pretensiones formuladas por el Concesionario involucraban que el Tribunal

Arbitral se pronunciará sobre el régimen tarifario?

El primer problema jurídico consiste en determinar si el Tribunal Arbitral es competente 

para resolver las controversias sobre temas vinculados al régimen tarifario, en el marco 

de un arbitraje, en aplicación de la Cláusula del convenio arbitral del contrato. En ese 

sentido, se analizará si en base al marco normativo vigente, el Tribunal Arbitral podía 

resolver en torno a los alcances de la Cláusula 8.17 del Contrato. 

1.1 ¿La Cláusula 15.12 habilita que un Tribunal Arbitral pueda conocer el 

régimen tarifario del Contrato? 

El presente problema jurídico consiste en determinar los alcances del convenio arbitral 

establecido en el contrato y si ello, habilitaba al Tribunal Arbitral a resolver las 

controversias planteadas por el Concesionario. Siendo que, se sometió a arbitraje el 

reconocimiento del derecho al aumento de la tarifa, en favor del Concesionario, bajo el 

argumento de que el ajuste tarifario debía ser entendido como el aumento o incremento 

de la tarifa, pese a que dicha materia era la excepción prevista en la Cláusula 15.12 del 

contrato, la cual se refería al convenio arbitral.  

En base a ello, el presente informe analizará en torno al convenio arbitral del Contrato, 

partiendo de dilucidar si la controversia en el caso era materia de libre disponibilidad de 

las partes. Siendo el convenio arbitral un acto o negocio jurídico sometido a requisitos de 

validez, de acuerdo a LGA vigente al momento que las partes suscribieron el contrato. 

Con lo cual, “para que un acuerdo arbitral sea válido, debe ser licito. Es decir, la materia 

debe ser disponible por las partes y por ende, susceptible de ser ventilada en un arbitraje” 

(Gónzales de Cossío, 2018: 262). En efecto, para que una materia sea lícita y pueda ser 

sometida a arbitraje, bajo la normativa de arbitraje debe ser una materia de libre 

disposición de las partes.  

Cabe precisar que, la Ley mediante la cual las partes celebraron la cláusula de convenio 

arbitral era la LGA. Mientras que la Ley que se encontraba vigente durante el desarrollo 

del proceso arbitral  correspondía al Decreto Legislativo Nº 1071.  
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Sobre la LGA, en el artículo 1 se establecía el objeto de arbitraje, restringuiendo ciertas 

materias a la libre disponibilidad de las partes como por ejemplo la capacidad civil de las 

personas, las materías que versaban sobre orden público, ni tampoco las atribuciones o 

funciones concernientes al ius imperium del Estado o de organismos con competencias 

de derecho público (Vidal Ramírez, 2003, págs. 575-576). Siendo que, el objeto del 

convenio arbitral era el mismo objeto que se sometía a arbitraje, establecida por 

autonomía de las partes en la celebración del contrato. 

Como se ha señalado, en el desarrollo del proceso arbitral, el Tribunal Arbitral sometió a 

su análisis las controversias planteadas por el Concesionario, en aplicación del convenio 

arbitral. Siendo que, en el año 2013, fecha en que se desarrollo el proceso arbitral, se 

encontraba vigente el Decreto Legislativo Nº 1071. Al respecto, el convenio arbitral era 

entendida como un contrato que creaba obligaciones entre las partes. “El convenio 

arbitral, antes que contrato, es la expresión de la inequívoca voluntad de las partes de 

construir estructuralmente un negocio jurídico; pero no con las consecuencias propias de 

un contrato sino impropias de un ámbito funcional, tan alejado del contractualismo, como 

el procesal. La funcionalidad procesal del arbitraje no se justifica en el contractualismo” 

(Lohmann Luca de Tena, 2002, pág. 73). Motivo por el cual, el convenio arbitral 

vinculaba a las partes con la finalidad de someter a arbitraje todas o ciertas controversias 

que puedan surgir en su relación jurídica. Conforme con lo que señala el artículo 13 del 

Decreto Legislativo Nº 1071, sobre el contenido del convenio arbitral:  

“Artículo 13.- Contenido y forma del convenio arbitral. 

El convenio arbitral es un acuerdo por el que las partes deciden someter a arbitraje todas las 

controversias o ciertas controversias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas respecto de 

una determinada relación jurídica contractual o de otra naturaleza” 

Ahora bien, las partes en el contrato habían establecido el arbitraje como medio de 

solución de controversia, de acuerdo a lo indicado en las Cláusulas 15.12 y 15.13 de la 

Sección XV del contrato, referido al régimen de Solución de Controversias. Es así que, 

las controversias de carácter técnico y no técnico debían ser resueltas por un Tribunal 

Arbitral, cuando las partes por trato directo no arriben a una solución.
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Cabe precisar que, el presente informe no pretende discutir el arbitraje como medio de 

solución de controversia, ya que las partes habían establecido el arbitraje como vía de 

solución, cuando el trato directo no funcionara como medio de solución. Sin embargo, lo 

que se discute en el presente informe es que el Concesionario haya acudido al arbitraje, 

pretendiendo el reconocimiento de derechos vinculados al régimen tarifario, en aplicación 

de la Cláusula del convenio arbitral. El problema que se presenta es que el régimen 

tarifario era un materia excluida por las partes en dicha cláusula, ya que se reconoció que 

el régimen tarifario regulado por el regulador, debía ser reclamado en la vía 

administrativa. 

Se debe tener presente que, las partes tenían la intención de resolver sus conflictos 

mediante mecanismos más celeres que acudir ante un proceso judicial. Por ello, debían 

resolverse mediante trato directo durante el plazo de quince (15) días, vencido dicho 

plazo, debían ponerse de acuerdo respecto a la naturaleza que debían someter a arbitraje. 

Sin embargo, se advierte que el Concesionario, en aplicación de dicha cláusula sometió 

ante el Tribunal Arbitral el reconocimiento de derechos que no formaban parte de las 

materias susceptible de ser sometidas en arbitraje, desvirtuando el contenido de la 

cláusula de convenio arbitral. En ese sentido, son “las propias partes las pueden limitar el 

ámbito de operatividad del convenio arbitral limitando su aplicación solo a ciertas 

controversias o excluyendo en forma expresa aquellas controversias que, siendo 

susceptibles de arbitraje, no desean someterlas a la competencia arbitral, pudiendo 

restringuir ciertas controversias a arbitraje” (Barchi Velaochaga, 2013, pág. 100). En este 

punto, cabe preguntarse que en relación al caso, cuando las partes decidieron someter 

todos los conflictos con relevancia jurídica, también incluía a las cuestiones que no 

derivaban directamente de la relación contracual. Sin embargo, en atención a la fecha en 

la cual, las partes celebraron el contrato, se desprende que la excepción que contenía 

estaba referida a los actos de ius imperium de la Administración.   

En esa línea, es necesario analizar si lo sometido a controversia en el caso, era una materia 

de libre disposición de las partes, ya que las mismas partes habían señalado como 

excepción a las materias susceptibles de arbitraje, lo vinculado al régimen tarifario 

regulado por el regulador. Al respecto, para determinar el alcance de la jurisdicción 

arbitral es necesario efectuar un doble análisis. En primer lugar, se analiza la validez de 
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la cláusula arbitral y luego de ello, el alcance de dicho convenio arbitral, en torno a las 

materias que son consideradas libre disposición. Ello ligado a la noción de arbitralidad,  

“La arbitrabilidad objetiva es, en sustancia, la condición de una disputa que la hace 

susceptible de ser sometida a decisión de árbitros” (Roque J, 2015, pág. 64). Siendo que, 

el arbitraje debe referirse a derechos que legalmente podían someterse a arbitraje. Sin 

embargo, no existe un numerus clausus cerrado sobre las cuestiones que pueden ser 

materia de arbitraje, ello dado que nuestra actual legislación, establece un criterio general 

para determinar el contenido de las materias susceptibles de arbitraje, de conformidad a 

lo establecido en el artículo 2 del Decreto Legislativo Nº 1071:  
“Artículo 2.- “Materias susceptibles de arbitraje 

1. Pueden someterse a arbitraje las controversias sobre materias de libre disposición
conforme a derecho, así como aquellas que la ley o los tratados o acuerdos
internacionales autoricen.(…)”

Para ello, a fin de definir el contenido de dichas materias se recurre a distintas 

“clasificaciones, ya que algunas aluden al contenido patrimonial de la misma, otras se 

refieren al contenido económicos y otras consideran el concepto de transigibilidad” 

(Roque J, 2015, pág. 65) . En relación a ello, en el presente informe se considerará el 

contenido patrimonial de los derechos disponibles por las partes, exceptuando el régimen 

tarifario regulado por el regulado, por no ser competencia del Tribunal Arbitral.  

En efecto, se advierte que las partes en el Contrato establecieron en la Cláusula 15.12 

como medio de solución de controversia el  trato directo, indicando lo siguiente: 

“Trato Directo 

15.12.- Las partes declaran que es su voluntad que todos los conflictos o incertidumbres con 

relevancia jurídica que pudieran surgir con respeto a la interpretación, ejecución, cumplimiento y 

cualquier aspecto relativo a la existencia, validez o eficacia del Contrato o caducidad de la 

Concesión (con excepción de lo referente al régimen tarifario regulado por el REGULADOR 

cuya vía de reclamo es la vía administrativa u otras decisiones de éste órgano en el ejercicio 

de sus funciones administrativas), serán resuelto por trato directo entre las Partes implicadas 

(…)” 

Al respecto, cabe mencionar que el Tribunal Arbitral consideró que las controversias 

planteadas por el Concesionario en arbitraje, eran materias de libre disposición. Motivo 

por el cual se resolvió interpretando la cláusula 8.17 del Contrato, referido al régimen 
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tarifario, pese a que la Cláusula de convenio arbitral establecida como excepción lo 

referido a dicha materia.  A modo de resumen, se señalará las pretensiones del caso y si 

ello, afectaba el límite establecido en la Cláusula 15.12 del Contrato.   

Pretensiones ¿Afecta el límite de la cláusula 15.12 

Que el Tribunal Arbitral declare que el 

Concesionario tiene derecho a un 

aumento o incremento efectivo de la 

tarifa, a la aprobación de la culminación 

de la Primera etapa, basado en la común 

intención de las partes 

Si, porque mediante interpretación del 

Contrato se esta revisando la tarifa, a fin 

de afirmar al ajuste tarifario como un 

aumento o incremento real de la tarifa. En 

otras palabras, se entendía como derecho 

el ajuste tarifario. Lo cual, corresponde 

realizar al Ositran, en el marco de sus 

competencias. 

Que el Tribunal Arbitral reconozca que si 

en caso, el Concesionario decida no 

aplicar el ajuste tarifario contenido en el 

literal c) de la cláusula 8.17, el 

Concesionario tiene derecho a continuar 

cobrando la Tarifa de Peaje actual 

Si, porque mediante el arbitraje se esta 

sometiendo la creación de derechos. Ello, 

en relación al ajuste tarifario se buscaba el 

reconocimiento como derecho y no como 

obligación. Siendo en este caso, 

conveniente el esclarecimiento de la 

cláusula a través del procedimiento de 

interpretación realizado por Ositran, por 

abordar en torno al régimen tarifario. 

Que el Tribunal Arbitral declare que el 

Concesionario tiene derecho al cobro de 

la Tarifa de US$1.50, conforme a lo 

dispuesto en el literal c) de la cláusula 

8.17 

Si, dado que se buscaba la interpretación 

del contrato y con ello, el Concesionario 

tenga a través de lo afirmado por el 

Tribunal, el derecho a un aumento o 

incremento tarifario. Lo cual debía ser 

interpretado por Ositran, más aún por ser 

el organismo con competencia para 

evaluar el cumplimiento de las 

condiciones establecidas en el Contrato de 

Concesión.  
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Que, el Tribunal Arbitral declare que el 

retraso en la culminación de la Primera 

etapa se debe a incumplimiento del 

Concedente y, por ende, la reducción de 

la tarifa que resulte de la aplicación de la 

fórmula de reajuste fijado en el contrato, 

debiendo el Concedente pagar una 

compensación por daños y perjuicios.  

Si, porque el retraso en la culminación de 

la Primera etapa alegada por el 

Concesionario, partía de determinar si el 

Concedente incumplió con la entrega 

oportuna de predios. Siendo ello, 

competencia de Ositran, determinar si la 

entrega de predios fue oportuna y si ello, 

ocasionó reducción al ajuste tarifario, por 

encontrarse habilitado a revisar lo 

referente al régimen tarifario.  

Que el Tribunal Arbitral declare que, 

hasta la fecha de la demanda, el 

Concesionario ha venido aplicando 

correctamente la Tarifa de Peaje.  

Si,  porque determinar si la tarifa cobrada 

por el Concesionario, a la fecha de la 

demanda, era la correcta, ya que ello debía 

ser evaluado por Ositran, por vincularse al 

régimen tarifario que previamente fue 

revisado, en calidad de revisor de las 

tarifas fijadas por las partes antes de la 

suscripción del Contrato. 

De la lectura de las pretensiones, se tiene que todas versan en torno al régimen tarifario 

establecido en el contrato. Siendo que el Tribunal Arbitral no tenía competencia para 

revisar sobre el ajuste de la tarifa, más aún porque las partes habían establecido como 

competencia de Ositran, lo referido al régimen tarifario y ello además, tiene relación con 

la LGA, ley vigente al momento de la celebración del contrato, que exceptuaba del 

contenido de las cláusulas arbitrables, aquellas vinculadas a los actos de ius de la 

Administración. A partir de ello, resulta pertinente analizar el ajuste tarifario establecido 

en el Contrato, partiendo del alcance de los literales c) y d) de la cláusula 8.17 del 

Contrato. 

1.2 En relación al Contrato, ¿El Tribunal Arbitral se encontraba habilitado para aprobar 

el ajuste tarifario? 
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Toda revisión de las tarifas en el caso de las carreteras debe basarse en un análisis 

imparcial, lo cual corresponde al Ositran por ser su competencia, de conformidad del 

Principio de Legalidad establecido en el TUO de la LPAG, en tanto se encuentra 

habilitado de realizar todas aquellas facultades conferidas y atribuidas por la 

Administración. Ello tiene sentido en relación a que suponer que el Concesionario se 

encuentre habilitado para establecer de manera libre tarifa, sería desconocer las funciones 

atribuidas al Ositran como organismo supervisor de la inversión en Infraestructura. 

Además, se estaría ante un escenario de indefensión del usuario que usa dicha 

infraestructura, ya que sería el más afectado, al ser un mercado sin competencia. Esto 

además, generaría una obligación impuesta a dicho usuario, al encontrarse obligado de 

aceptar la oferta de tarifa establecida por el Concesionario. Razón por la cual, interviene 

el Ositran, a fin de revisar como un tercero imparcial, el monto de las tarifas planteadas 

en el marco de un contrato de concesión.  

En relación al contrato, el ajuste de la tarifa había sido establecido por las partes, antes de 

la suscripción del contrato y en su momento, fue revisado por el Ositran y otros 

organismos que intervienen para mantener la tarifa dentro de los topes razonables del 

mercado. Dichos organismos interviene dentro de las facultades conferidas por el TUO 

de las Concesiones, el cual menciona en el artículo 30 lo siguiente:  

“Artículo 30.‐ Son atribuciones de los sectores y/u organismos del Estado las siguientes 

(…) 

b) Fiscalizar el cumplimiento del contrato en sus aspectos de ejecución, explotación y

cobro de tarifas u otros cobros previstos como retribución por los servicios

prestados.(…)” (Subrayado es nuestro)

Asimismo, las partes reconocieron las facultades del Ositran, en lo referente al cobro de 

peaje, ya que el literal d) de la cláusula 13.7 del Contrato establecía lo siguiente: 

“13.7.- Entre otras actividades, corresponderá al REGULADOR fiscalizar el 

cumplimiento por parte de la SOCIEDAD CONCESIONARIA de las siguientes 

obligaciones:  

d) Controlar el cumplimiento del cobro del Peaje”

En esa línea, se puede afirmar que las partes reconocieron las competencias de Ositran en 

diversas Cláusulas del contrato, como las mencionadas en los párrafos precedentes. Ello 
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tiene sentido, bajo la idea de que “si el Concesionario tuviera la facultad de modificar las 

tarifas, sin previa revisión del regulador, ello impactaría en el aumento sustancial del 

riesgo regulatorio y político de la concesión, más aún porque representa una clara 

vulneración de las competencias del Ositran en materia tarifaria”.  (Christy, 2006, pág. 

246). Por lo que, en el caso de carreteras se requiere de la intervención del Ositran, dado 

que brinda un análisis técnico e imparcial. Al respecto, sobre Ositran, organismo creado 

mediante la Ley Nº 26917 como Organismo Supervisor de la Inversión en Infraestructura 

de Transporte de Uso público, en el año 1998, estableció que este debía regular el 

comportamiento de las entidades prestadoras de los servicios en el mercado; así como 

supervisar el cumplimiento de los contratos de concesión, con la finalidad de salvaguardar 

los intereses del Estado, de los inversionistas y sobretodo de los usuarios.  

Conforme a las funciones conferidas al Ositran se le asignó operar el sistema tarifario, 

fijando las tarifas de peaje en el caso que no existiera competencia y en los contratos de 

concesión, debía velar por el cumplimiento de lo establecido por las partes en dichos 

contratos. En ese sentido, como objetivo del Ositran, el TUO de la Concesiones establecía 

en el numeral b) del artículo 5, lo siguiente: 

“Artículo 5.- Objetivos 

Ositran tiene los siguientes objetivos: 

b) Velar por el cabal cumplimiento de tarifas, peajes u otros cobros similares que Ositran

fije o que se deriven de los respectivos contratos de concesión.”

Asimismo, el Ositran se encontraba reconocido por las partes con la finalidad que revise 

el cumplimiento de las tarifas y otros mecanismos establecidos en el Contrato para la 

recuperación de la inversión del Concesionario. En ese sentido, las competencias del 

Ositran estaban vinculadas a supervisar y fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones 

contractuales y legales, derivadas del Contrato y en relación con la normativa vigente al 

momento de suscripción del contrato. Siendo el motivo por el cual, las partes en la 

Cláusula 1.5 del Contrato, mencionar sobre el Ositran, lo siguiente:  
“1.5.- En este contrato, los siguientes términos tendrán los significados que a continuación se 

indican: 

REGULADOR 

Es el Ositran – Organismo Supervisor de la Inversión en Infraestructura de Transporte de Uso 

Público, de acuerdo a lo que dispone la Ley Nº 26917 y sus Normas Reglamentarias, 
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complementarias y modificatorias y cuyas disposiciones (reglamentos autónomos, directivas de 

carácter general y normas de carácter particular, indicadas en el Artículo 7º del reglamento que 

aprueba el Decreto Supremo Nº 010-2001-PCM), son de observancia y cumplimiento obligatorio 

para la SOCIEDAD CONCESIONARIA”. 

Con lo cual, las partes establecieron que en lo relativo al contrato, resultaba aplicable lo 

establecido en la Ley 26917. Siendo así que, las partes reconocieron a Ositran, como el 

organismo encargado de velar condiciones establecidas en el Contrato.  

La facultad de Ositran para emitir opinión técnica en lo referido al régimen tarifario de 

un contrato de Concesión, estan referidas al momento antes de la suscripción del 

Contrato, considerada dicha opinión como acto administrativo. “El cual “constituye una 

declaración habida cuenta que exterioriza un proceso de tipo intelectual, (…) siendo 

comportamientos materiales que se traducen en una actividad física de la Administración. 

Dentro del concepto de declaración se comprenden tanto las típicas declaraciones de 

voluntad, como las de conocimiento y de opinión o juicio“ (Cassagne, 2010, pág. 123). 

En ese sentido, el Ositran en el ámbito de sus competencias, revisa las tarifas aplicables 

a los servicios brindados por el Concesionario, en el desarrollo de la infraestructura de 

transporte. Asimismo, el Ositran revisa las tarifas establecidas, de conformidad con el 

artículo 2 del Reglamento General de Tarifas..  En ese contexto, la determinación del 

régimen tarifario era competencia de las partes, siempre revisado por Ositran, mediante 

las opiniones que emite en el marco de un proyecto de concesión. Asimismo, el artículo 

7 de la Ley Nº 26917, reconocía como función del Ositran el operar el sistema de tarifas: 

“Artículo 7. – Funciones  

7.1. Las principales funciones de Ositran son las siguientes:  

(…) 

b) Operar el sistema tarifario de la infraestructura bajo su ámbito, dentro de los siguientes

límites:

i. En el caso que no exista competencia en el mercado, fijar las tarifas, peajes

y otros cobros similares y establecer reglas claras y precisas para su correcta

aplicación, así como para su revisión y modificación, en los casos que

corresponda.
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ii. En el caso que exista un contrato de concesión con el Estado, velar por

el cumplimiento de las cláusulas tarifarias y de reajuste tarifario que

éste contiene. (subrayado es nuestro)

iii. Cuando exista competencia en el mercado y no existan cláusulas tarifarias,

velar por el libre funcionamiento del mercado. 12”

En esa línea, el artículo 16 de Reglamento General de Ositran, mencionaba que el Ositran, 

tenía la facultad para regular, fijar, revisar o desregular las tarifas de los servicios y 

actividades que deriven de la explotación de la infraestructura, en virtud de un título 

contractual como los otorgados al Concesionario en el Contrato.  

En ese contexto, resulta pertinente mencionar que los Organismos Reguladores de 

Servicios Públicos, en el caso del Perú, ejercen potestades de regulación económica 

principalmente en la determinación de tarifas, cuya actuación surge en el desarrollo de la 

inversión privada en la infraestructura de obra o de servicios públicos. Ello como parte 

de su función reguladora, garantizando así un marco institucional de seguridad y 

establidad en las actividades de explotación de la infraestructura de transporte de uso 

público.   

Por lo expuesto, la aprobación del ajuste tarifario del Contrato, había sido previamente 

revisado por el Ositran y cualquier ajuste que las partes pretendieran, en el marco del 

desarrollo del Contrato, debían ser evaluadas también ante el Ositran y no ante el Tribunal 

Arbitral como alega el Concesionario, de conformidad a las competencias conferidas por 

ley, al Ositran, dado que entre las principales funciones del Ositran se encontraba velar 

por el cabal cumplimiento de lo establecido en los contratos de concesión, derivados de 

las actividades de explotación en infraestructura, siendo el régimen tarifario parte de 

dichos contratos.  

En este punto, resulta pertinente mencionar que el régimen tarifario-financiero, previsto 

en el literal c) de la cláusula 8.17 del contrato de Concesión estaba determinado a la 

conversión en moneda nacional de dicho ajuste, previsto a la culminación de la primera 

etapa. Siendo que, el régimen tarifario en los contratos de Concesión fueron establecidos 

como mecanismos de recuperación de la inversión del Concesionario. Sin embargo, el 

ajuste tarifario no puede ser entendido como un incremento de la tarifa en el Contrato, 
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dado que las concesiones por lo general son la forma contractual para materializar las 

APP’s, distribuyendose diversos riesgos entre las partes de la Concesión, siendo el ajuste 

tarifario, derivado de un riesgo al TC asignado al Concesionario.  

Al respecto, “la regulación tarifaria tiene por objeto fijar una contraprestación a pagar por 

los usuarios del servicio que consiste en el costo económico de brindar el servicio en las 

condiciones de calidad previstos para la concesión”. (Salinas, 2016, pág. 318). Por lo 

cual, los mecanismos de ajuste de tarifas suelen utilizarse con el objetivo de mantener el 

valor de los costos referidos a la operación del proyecto. Cabe señalar que, son 

establecidos por las partes, sometido a la revisión de Ositran, por ser su competencia.   

Ahora bien, las controversias surgidas en el Contrato, si eran de carácter patrimonial, pero 

no eran materias disponibles por las partes, ya que el Concesionario pretendía mediante 

arbitraje, que se reconociera al ajuste tarifario como aumento o incremento de la tarifa. 

En contraste al ajuste tarifario establecido en el Contrato:  

“8.17 El régimen tarifario es el conjunto de reglas contenidas en el Contrato y en los 

Estudios Técnicos, que regulan las tarifas que estará autorizada a cobrar la SOCIEDAD 

CONCESIONARIA durante la Explotación del Área de Concesión, conforme lo siguiente: 

c) La Tarifa a ser cobrada por la SOCIEDAD CONCESIONARIA, a la fecha de

aprobación de culminación de las Obras de la Primera Etapa, está compuesta por un

Peaje máximo de Un y 50/100 Dólares de los Estados Unidos de América (US$ 1,50), al

Tipo de Cambio vigente a dicha fecha, reajustado de acuerdo a la fórmula señalada en

el Literal d) siguiente, más el importe correspondiente al Impuesto General a las Ventas

y otros Aportes de Ley, dentro de los cuales no se incluyen los aportes por regulación. 8

Conforme a lo mencionado, la tarifa había sido establecida por las partes en el Contrato, 

pero ello no suponía el incremento tarifario alegado por el Concesionario.  Más aún, de 

la lectura del literal c) de la Cláusula 8.17 se desprende que el TC era una de las variables 

que contenía el ajuste tarifario. Siendo este ajuste tarifario, el único previsto  en el 

Contrato.  Por lo que, el ajuste tarifario o cualquier incremento solicitado por las partes, 

debía ser realizado ante Ositran, en el marco de sus competencias.  
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1.3¿Cuál es el alcance y vigencia de derechos otorgados en el literal c) de la 

Cláusula 817, estos derechos se encuentran limitados por lo establecido en el 

literal d) de la cláusula 8.17? 

Teniendo en consideración que el Concesionario mencionaba como argumento de sus 

pretensiones, la real intención de las partes sobre la base a los artículos 1361 y 1362 del 

Código Civil. Cabe precisar que, el referido ajuste tarifario se encontraba establecido en 

relación con el literal d) de la Cláusula 8.17 del Contrato, ya que en dicha Cláusula se 

establecía la fórmula polinómica, así como otros mecanismos de ajuste ordinarios y 

extraordinarios.   

Motivo por el cual, el Concesionario pretendía aplicar el ajuste extraordinario contenido 

en el literal d) de la Cláusula 8.17 a fin de que el TC del año 2009, no generará ningún 

perjuicio en el recupero de sus inversiones. Sin embargo, se puede señalar que, mediante 

arbitraje, el Concesionario pretendía revertir ciertos riesgos asignados antes de la 

suscripción del Contrato.  

En ese contexto, a fin de mayor entendimiento, indicaremos lo establecido en el literal d) 

de la Cláusula 8.17 del contrato: 
“8.17 d) Los Peajes, a partir de la aprobación de la culminación de las obras de la Primera Etapa, 

podrán ser reajustados en forma ordinaria por la SOCIEDAD CONCESIONARIA. El reajuste 

ordinario se podrá realizar cada doce (12) meses a partir de la puesta en vigencia de la Tarifa 

establecida en el Literal c) de la presente cláusula, y se llevará a cabo de acuerdo con el siguiente 

método de ajuste de Tarifas10. 
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No obstante, para la aplicación de dicho ajuste, previamente el Concesionario tenía que 

haber puesto en vigencia la tarifa establecida en el literal c), aplicando al TC vigente a la 

culminación de la primera etapa. Sin embargo, al revisar el TC de cambio vigente a 

setiembre del 2009, el TC se había reducido al monto previsto por las partes, antes de la 

suscripción del Contrato.  

Cabe señalar que, el Concesionario mediante la interposición de la demanda pretendía 

trasladar el riesgo del TC al Concedente. No obstante, ello no se encuentra sustentado 

bajo la lógica de las APP’s, ya que se fomentó los proyectos de infraestructura, bajo la 

promoción de la inversión privada, a fin de que el Concedente o en este caso, el estado 

Peruano no asuma todos los riesgos que derivan de la ejecución de una obra.  Por lo que, 

si el TC había disminuido para la fecha prevista como culminación de la primera etapa, 

ello debía ser reajustado mediante solicitud ante Ositran y ser evaluado por ambas partes 

del Contrato.   

Además, el Concesionario a la fecha de la interposición de la demanda, venía aplicando 

una tarifa superior al que hubiera percibido de aplicarse, el ajuste tarifario establecido en 

el literal c) de la Cláusula 8.17.   

Más aún, en sede arbitral, no se puede solicitarse la incorporación o reconocimiento de 

derechos no contemplados por las partes. Siendo que cualquier configuración de las 

tarifas, deben ser previamente evaluadas por el Ositran, de conformidad a sus 
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competencias. En razón a que, esta encargado de velar por el cumplimiento de las 

condiciones establecidas en los contratos de concesión, a fin de salvaguardar los intereses 

de los usuarios.  

Por lo que, no es cierto lo indicado por el Concesionario, al solicitar el reconocimiento 

de derechos en sede arbitral, ya que implícitamente esta pretendiendo que el Tribunal 

Arbitral determine sobre el régimen tarifario, desvirtuando el contenido del Contrato. 

Asimismo, sostener el incremento o aumento tarifario en relación a los documentos 

emitidos por la Administración durante la Licitación Pública, como el Informe “Esquema 

Económico Financiero”, termina desvirtuando la asignación de riesgos previstos en los 

contratos de Concesión, ya que el TC era un estimado al momento de elaborar las bases 

o pedir opinión técnica a consultores externos.

Por lo que, no es cierto lo indicado por el Concesionario, ya que el ajuste tarifario del 

Contrato contenía el TC, riesgo asumido por el Concesionario, en el marco de las 

concesiones y ello, no corresponde a ser evaluado por el Tribunal Arbitral, por ser 

competencia de Ositran realizar los mecanismos de ajustes o modificación al Contrato.  

1.3 En el Contrato, ¿Cómo fue distribuida la asignación de riesgos referente al riesgo 

cambiario? 

El Concesionario señala que de los actos y documentos generados en la Licitación 

Pública, se desprendía la verdad intención de las partes. Sin embargo, el TC era un riesgo 

atribuido al Concesionario que no debía ser evaluado ni reconocido por el Tribunal 

Arbitral.  

En ese sentido, la asignación del TC era distribuido al Concesionario, de conformidad a 

lo establecido en el numeral 31.1 del artículo 31 de las Bases de Licitación.   

Artículo 31.- 

1.- El Concesionario asumía el riesgo y ventura de su propuesta económica, debiendo 

pbasar su decisión en sus propias investigaciones, exámenes, inspeccción. (…)19 

Siendo que el análisis para ser postor, es un análisis realizado por el mismo, con la 

finalidad de evaluar la rentabilidad de su inversión, no es un análisis realizado por el 

estado, sino por aquel privado que participa en calidad de postor, en el marco de una 

licitación. 

Cabe precisar que, según la lectura de la cláusula 8.17, el riesgo cambiario estaba asociada 

a la tarifa. Sumado a que, el Concesionario no ancló el valor del tipo de cambio a una 
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fecha específica, sino por el contrario, estaba condicionada a una actividad vinculada al 

Concedente, quien debía entregar los predios para que el Concesionario pueda realizar 

las obras de la primera etapa y a su culminación, solicitar el reajuste tarifario, de 

conformidad a lo indicado en el literal c) del numeral 8.17 de la cláusula 8 del contrato.  

A su vez, el esquema económico financiero, de fecha mayo del 2005, establecía sobre el 

riesgo del mercado.  

Riesgo de Mercado .- 

2. Crecimiento de demanda: Riesgo asumido por el iinversionista Mitigado mediante

un esquema de inversiones “Bases”  que considera tasas de crecimiento

conservadoras. Posibilidad de ajustar  dichas inversiones en función al

crecimiento real del tráfico.

3. Incremento de tarifas: Riesgo que debe ser superado al incio de la concesión. Al

momento de obtener financiamiento, este riesgo se encontrará casi totalmente

mitigado (hay un incremento adicional poco significativo  luego de inaugurar las

obras(…)20

Por lo que, en sede Arbitral no puede intercambiarse ni redistribuirse los riesgos como el 

TC, previamente asignado al Concesionario. Ello en base a que, las bases del Contrato, 

habían establecido el Riesgo de Mercado y además, el ajuste tarifario, también 

contemplaba el TC, pero no como incremento de tarifa.  

2. ¿En el Laudo, ¿El Tribunal Arbitral interpreta o modifica el aumento o incremento

efectivo de la tarifa que cobra el Concesionario a los usuarios de la concesión, a la fecha

de culminación de la primera etapa?

2.1En relación al Contrato, ¿El Tribunal Arbitral se encuentra habilitado para 

interpretar el régimen tarifario? 

El aumento tarifario operaba a la culminación de las obras realizadas por el 

Concesionario. Sin embargo, la aplicación de la clausula 8.17 c) del contrato otorgaba un 

derecho al Concesionario. Sin embargo, el Ositran dentro de sus competencias, tenía al 

momento de la celebración del contrato, el interpretar los contrato de Concesión.   

Más aún, porque los contratos de Concesión tienen naturaleza de contrato administrativo. 

Si bien, las partes han establecido la interpretación del mismo, en orden de prelación, al 
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Contrato y luego las bases. En ese sentido, de no encontrarse ninguna interpretación 

razonable al contrato, debía ser analizado con las normas de derecho público y por último, 

recién debían analizar los artículos del código civil.  

3.1 ¿Podría limitarse por acuerdo entre las partes la función del Ositran respecto 

a la interpretación de los contratos? 

El Reglamento General del Organismo Supervisor de la Inversión en infraestructura de 

transporte de uso público – Ositran, establece lo siguiente:  

“Artículo 16.- Función Reguladora 

Función Reguladora El Ositran regula, fija, revisa o desregula las tarifas de los servicios 

y actividades derivadas de la explotación de la Infraestructura, en virtud de un título legal 

o contractual, así como los Cargos de Acceso por la utilización de las Facilidades

Esenciales. Asimismo, establece las reglas para la aplicación de los reajustes de tarifas y

el establecimiento de los sistemas tarifarios que incluyan los principios y reglas para la

aplicación de tarifas, así como las condiciones para su aplicación y dictar las

disposiciones que sean necesarias para tal efecto.”13

Ello en relación a la forma como se ha regulado el ajuste tarifario en el contrato de

concesión. Se desprende que se aplicará dicho ajuste al momento establecido en el

contrato de concesión.  Sumado a ello, dicho contrato estableció las tarifas máximas que

debían ser aplicadas al contrato. Las cuales previamente han sido establecidas por las

partes y revisadas por el regulador.

De la lectura a las Leyes Nº 26917 y Nº 27332, se encuentra que el Ositran tiene la 

facultad de regular los mercados en los que actúan las Entidades Prestadoras públicas o 

privadas. En tal sentido, Osiran regula, supervisa y fiscaliza a las Entidades Prestadoras 

que tienen encargadas la explotación de la infraestructura en materia de transporte de uso 

público.  

Como parte de su función reguladora, a través de su Consejo Directivo, Ositran determina 

las tarifas, ya sean mediante procesos de fijación, en los cuales no exista competencia. 

Así también, realiza la revisión de las tarifas, vinculado a los servicios derivados de la 

explotación que se encuentran bajo su ámbito.   
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Siendo que, Ositran se encuentra facultado a llevar a cabo una revisión integral del 

Sistema Tarifario, establecido en el contrato de concesión, con la finalidad de verificar 

que las condiciones estructurales no afecten al comportamiento del mercado, generando 

distorsiones al sistema tarifario.  

En ese sentido, cabe mencionar que el literal b) del inciso 3.1 del artículo 3 de la Ley 

27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión Privada en los 

Servicios Públicos, menciona sobre la función reguladora  que comprende la facultad de 

fijar tarifas.  

Por lo que, en este extremo, se evidencia el rol de Ositran no solo se refería a la fijación 

de tarifas, sino también a la interpretación de los contratos de Concesión. Ello con la 

finalidad  de velar porque las condiciones establecidas en el contrato, cuya naturaleza 

corresponde a la naturaleza administrativa. En ese sentido, no resulta razanoble la 

aplicación de normas del código civil, sin previamente no se revisan las normas de 

derecho público. Más aún, porque la función de interpretar los títulos otorgados a los 

Concesionarios, durante el desarrollo de la concesión, ha sido otorgada por mandato de 

ley, al Ositran.  

Cabe señalar que, “el procedimiento de interpretación del contenido del contrato de 

concesión puede iniciarse de oficio o a solicitud de parte. Asimismo, pueden solicitar la 

interpretación del contrato de concesión: el Concesionario, el Concedente y los terceros 

legítimamente interesados”.14 Siendo el artículo 29 del Reglamento General del 

Organismo Supervisor de la Inversión en Infraestructura de Transporte de Uso Público, 

indica sobre la interpretación de los contratos de concesión.

“Artículo 29.- Interpretación de los Contrato de Concesión 

“Corresponde al Consejo Directivo, en única instancia administrativa, interpretar los Contratos 

de Concesión en virtud de los cuales las Entidades Prestadoras realizan sus actividades de 

explotación de infraestructura (…) 

La interpretación determina el sentido de una o más cláusulas del Contrato de Concesión, 

haciendo posible su aplicación. La interpretación se hace extensiva a sus anexos, bases de 

licitación y circulares.” 15 
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Asimismo, el inciso d) del artículo 53º del Reglamento General de Ositran, precisa que la 

función de interpretar los títulos en virtud de los cuales se realiza las actividades de 

explotación.  

Artículo 53.- Funciones 

Son funciones del Consejo Directivo: 

(…) 

d) Ejercer la función de interpretar en virtud de las cuales las Entidades Prestadoras,

realizan sus actividades de explotación, dicha interpretación esta orientada a determinar

el sentido de una o más cláusulas del Contrato de Concesion, dando claridad al texto y

haciendo posible su aplicación. La interpretación incluye el texto mismo del contrato, sus

anexos, las bases de licitación y las circulares. 16

Cabe precisar que, la función de interpretación del Ositran esta reconocida mediante Ley 

expresa. No obstante, de la lectura de dichos artículos, no se desprende los alcances de 

dicha facultad de Ositran. Siendo que muchas veces, el mismo regulador ha desvirtuado 

la función de interpretación de contratos, actuando en algunos casos como medio de 

solución de controversias.  

Según Martin Tirado (s/f), la función de interpretación del Ositran se materializa de dos 

formas: “(i) en primer lugar, emitiendo opiniones en el marco de la ejecución del contrato 

de concesión; y, (ii) en segundo lugar, emitiendo “opiniones previas” de manera 

excepcional, donde la ley así lo faculte”. La función interpretativa de Ositran estaba 

prevista con la finalidad de aclarar o explicar el sentido del Contrato, respecto a la 

redacción del mismo o cuando de ser el caso, surgieran nuevos marcos normativos, con 

los cuales sería necesario la interpretación del Contrato, a fin de evitar disputas entre las 

partes. En relación a ello, se debe tener en cuenta, que en el caso, eran las partes quienes 

en primer lugar están habilitadas a resolverlo a excepción del régimen tarifario. Lo cual 

fue reconocido en la cláusula 15.3 del contrato de concesión. 

“15.3 En caso de divergencia en la interpretación de este contrato, las partes seguirán el 

siguiente orden de prelación para resolver dicha situación: 

a) El contrato y

b) Las Bases”17
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Si bien, son las partes que, mediante trato directo, pueden resolver sus controversias, pero 

si ello no resultase en una vía de solución, pueden acudir al fuero arbitral como ocurrió 

en el presente caso. Sin embargo, la decisión que adopte el órgano colegiado no puede 

inmiscuirse ni ser limitativa a las competencias interpretativas del Ositran. 

Asimismo, el Tribunal Arbitral incurre en error, toda vez que indica que se ceñirá a la 

interpretación del Contrato, a fin de verificar el cumplimiento de las obligaciones de las 

partes establecidas en el mismo. Sin embargo, el Tribunal termina interpretando cláusulas 

cuya naturaleza no solo era contractual, sino también en materia tarifaria. Siendo esto 

último, competencia de Ositran.  

Más aún, considerando que las partes han reconocido que el régimen tarifario no es 

materia disponible entre las partes. Por lo que, en este extremo, la función interpretativa 

del Ositran no puede encontrarse limitada, ya que aceptar dicha limitación nos llevaría a 

la incompatibilidad del contrato con las normas referidas a las potestades del regulador, 

el cual busca garantizar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el contrato, 

para salvaguardar el interés del usuario. 

Con ello, el regulador verifica el cumplimiento de las obligaciones y condiciones 

establecidas en el contrato de concesión, otorgándole así una especie de blindaje respecto 

de los intereses de las partes.  

Siendo que, Ositran no genera ni modifica derechos y menos aún extingue derechos, sino 

lo que hace es emitir actos administrativos que interpretan los derechos y obligaciones 

existentes en el contrato de concesión, y si fuera el caso, que una de las partes en un 

contrato, no se encuentre acorde con la interpretación del Ositran, puede interponer 

recursos administrativos, pero no acudir ante el fuero arbitral buscando la revisión de la 

interpretación emitida por el regulador. 

Cabe resaltar, que la interpretación de las cláusulas contenidas en el contrato de 

concesión, están correlacionadas con el contexto en general y sobretodo, con el fin 

económico que persiguen. Por lo que, al someter a arbitraje la interpretación contractual 

realizada por el regulador, se estaría desnaturalizando la actuación arbitral. 
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En ese contexto, señalamos que el concepto de arbitraje, señalado por el Tribunal 

Constitucional (2006), refiere lo siguiente:  

”Arbitraje como la expresión de la voluntad de los contratantes expresada en el convenio 

arbitral, cuyo alcance no se agota con las cláusulas contractuales ni con lo establecido por 

la Ley General de Arbitraje, sino que se convierte en sede jurisdiccional 

constitucionalmente consagrada, con plenos derechos de autonomía y obligada a respetar 

los derechos fundamentales. Todo ello hace necesario que este Tribunal efectúe una 

lectura iuspublicista de esta jurisdicción, para comprender su carácter privado, ya que, de 

lo contrario, se podrían desdibujar sus contornos constitucionales”18 

Por lo que, la actuación del órgano colegiado debía respetar las facultades atribuidas al 

Ositran. Sin embargo, realizó una interpretación de las cláusulas vinculadas al régimen 

tarifario, en beneficio del Concesionario. Con ello, se reconoció al incremento de la tarifa 

como el ajuste tarifario establecido en el contrato y generando una modificación unilateral 

del contenido del Contrato. Además, la resolución del Tribunal Arbitral arribó en la 

suscripción de la Adenda Nº 6, ya que se modificó el TC y ciertos criterios de la fórmula 

polinómica al TC vigente a la suscripción del Contrato, como también a la fecha prevista 

inicialmente para la culminación de la primera etapa. Por último, se consideró en dicha 

modificación la fecha de emisión del Laudo para determinar una variable de dicha 

fórmula de ajuste tarifario.  

Por lo que, en este extremo, se desestima lo alegado por el Concesionario. Toda vez que, 

la interpretación del Contrato debía ser realizada por Ositran, en el ámbito de sus 

competencia y no por el Tribunal Arbitral, más aún cuando la finalidad de la 

interpretación arribó en la modificación unilateral del Contrato, plasmada mediante 

Adenda Nº 6.  
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CONCLUSIONES 

El presente informe ha desarrollado los principales problemas jurídicos identificados en 

el Laudo Arbitral del Caso Nº 2474-2012-CCL, en el marco del proceso arbitral 

interpuesto en el desarrollo de la Concesión Vial Nº 6. 

• En primer lugar, se analizó en torno al régimen tarifario del contrato y si ello podía ser

sometido a arbitraje, bajo el desarrollo de las materias disponibles entre las partes para

ser resueltas en aplicación del convenio arbitral, ante un órgano colegiado.

Seguidamente, se analizó los alcances del régimen tarifario, establecidos en el contrato,

dentro de los literales c) y d) de la cláusula 8.17. En esa misma línea, se desarrollo si el

Tribunal Arbitral tenía competencia para resolver en torno al régimen tarifario vinculado 

al riesgo de TC.

• Posterior a ello, se procedió a evaluar, si el Tribunal Arbitral debía interpretar las

Cláusulas vinculadas al régimen tarifario o si ello, correspondía al Ositran, en el ámbito

de sus competencias, por ser este el organismo habilitado para interpretar los títulos

habilitantes conferidos en Concesión a los Concesionarios.

• Finalmente, se determinó del análisis realizado, que el Tribunal Arbitral excedió el

ámbito de sus competencias. Ello en relación a que, la materia sometida a arbitraje por

el Concesionario, estaba vinculado al régimen tarifario, materia que previamente había

sido excluida por las partes en el convenio arbitral establecido en la Cláusula 15.12 del

Contrato. Asimismo, sobre la interpretación del Contrato, se concluye que el Ositran era

el organismo habilitado a interpretar, ya que la naturaleza de las concesiones deriva de

un carácter administrativo. Siendo para ello, la aplicación del contrato, las bases y

sobretodo las normas de derecho público, a fin de solucionar las controversias que

surjan en el desarrollo de los Contratos de Concesión. Por lo que, el Tribunal Arbitral no

resolvió, de acuerdo a sus competencias, pese a que todo ello debía ser evaluado en

sede administrativa, por el Ositran.
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